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PROYECTO DE LEY NÚMERO 088 DE 2015 
CÁMARA

-
co de subsistencia mensual durante el trámite de la 

El Congreso de Colombia
DECRETA:

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por objeto 
garantizar la protección a la dignidad humana, a la se-
guridad social, y al mínimo vital y móvil a las personas 
que de buena fe soliciten una pensión de vejez, median-

entidad administradora de pensiones del Régimen de 
Prima Media y/o las entidades competentes de resol-

dicha solicitud no sea resuelta en el periodo estipulado 
por la ley.

Artículo 2°. 
En los casos en que la entidad administradora de pen-
siones del Régimen de Prima Media y/o las entidades 
competentes de resolver las peticiones pensionales de 

del término reglamentario, se deberá reconocer un be-

a tres cuartas partes del salario mínimo legal mensual 
vigente al peticionario.

Parágrafo 1°. 
se deberá empezar a pagar, el mes siguiente al mes den-
tro del cual se cumplió el término de los cuatro (4) me-
ses posteriores a la solicitud pensional.

Parágrafo 2°. En los casos en que las personas a 

subsistencia mensual por el vencimiento del término 
señalado en el presente artículo, cumplan los requisitos 
para acceder a la pensión solicitada, las sumas pagadas 

descontarán del retroactivo al cual tuviese derecho.
Parágrafo 3°. No tendrán derecho a recibir el be-

artículo, las personas que hubiesen realizado al menos 
una cotización al Sistema General de Pensiones, dentro 
de los cuatro meses posteriores a la radicación de la 
petición pensional, así como tampoco podrán acceder a 

para acceder a la pensión a que haya lugar dentro de 
los dos meses posteriores a la radicación de la petición 
pensional.

Parágrafo 4°. En los casos en que la persona a la 
-

de subsistencia mensual pagados se descontarán de la 
indemnización sustitutiva o de la devolución de apor-
tes en caso de que sea solicitada por el peticionario, de 

facultada para realizar el recobro de las sumas pagadas.
Artículo 3°. Las personas que actuan-

do de mala fe y de manera temeraria, presenten en re-
iteradas ocasiones peticiones pensionales sin acreditar 
requisito alguno para la pensión solicitada, bien sea de 
vejez, invalidez o muerte, podrán ser sancionadas con 
una multa equivalente a un (1) salario mínimo legal 
mensual vigente hasta los cuatro (4) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes, con destino al Fondo de 
Solidaridad Pensional.

Parágrafo 1°. Las multas que se impongan en fa-
cultad de lo señalado en el presente artículo, serán im-
puestas por el Ministerio del Trabajo para tales efectos, 
y a los cuales se deberán remitir los respectivos docu-
mentos donde consten las actuaciones temerarias y de 
mala fe.

Parágrafo 2°. El Ministerio del Trabajo y la Super-

a que haya lugar contra la entidad administradora de 
pensiones del Régimen de Prima Media y/o las entida-
des competentes de resolver las solicitudes pensionales 
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Artículo 4°. De la presente ley se ex-

Policía Nacional, y al personal regido por el Decreto-
ley 1214 de 1990.

Artículo 5°. La presente ley rige a partir 
de su promulgación y deroga todas las normas que le 
sean contrarias.

De los honorables Congresistas,

 EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

ANTECEDENTES

El proyecto de ley fue radicado inicialmente en la 
Secretaría General de la Cámara de Representantes el 
20 de julio de 2013 por los honorables Congresistas 
Gloria Stella Díaz Ortiz y Carlos Alberto Baena y Ma-
nuel Antonio Virgüez del Movimiento Político MIRA, 
se presentó ponencia para primer debate por los hono-
rables Representantes 

donde se introducen impor-
-

 137 de 
2014; se rindió ponencia positiva para segundo debate 
por los honorables Representantes Édgar Alfonso Gó-
mez Román y José Elver Hernández donde se acogen 

proyecto no alcanzó discusión en plenaria y fue archi-
vado por falta de trámite conforme al artículo 190 de la 
Ley 5ª de 1992.

Insistimos en la iniciativa dada la importancia de 

de ellas de la tercera edad que presentan la solicitud 
pensional sin que se les resuelva en un tiempo opor-
tuno por parte de las entidades del Estado, quienes en 
muchas ocasiones ven amenazada su economía fami-
liar ante la falta de respuesta efectiva de las administra-

efectivo el reconocimiento de la pensión, protegiendo 
así el mínimo vital de las personas en situación de vul-
nerabilidad.

Valoramos los importantes aportes hechos por los 
honorables representantes en las ponencias rendidas; 

-
teadas en el primer debate que se surtió en la Comisión 
Séptima Constitucional de la Cámara durante la legis-
latura 2013-2014.

MARCO CONSTITUCIONAL Y JURISPRU-
DENCIAL

La Constitución Política de Colombia plasmó la 
protección a la seguridad social, estableciéndola como 
un derecho fundamental en el artículo 48, así mismo 
dispuso en el inciso 3º del artículo 13 que las personas 
que se encuentran en circunstancias de debilidad mani-

del Estado.
De igual manera, se buscó la protección del dere-

cho a la dignidad humana y al mínimo vital y móvil, 
conforme a lo establecido en el artículo 1° y 53 de la 
Constitución Política de Colombia respectivamente.

Al respecto la Corte Constitucional señaló mediante 
Sentencia T-118/97 que: La demora de la administra-

-

-
mo vital y móvil mediante Sentencia T-1001/99 como 

-

-
-

A través de esta iniciativa se busca dar aplicación 
efectiva a los artículos 22 y 25 de la declaración de 
Derechos Humanos de 1948, los cuales señalan lo si-
guiente:

-

-

-

-
-

dios de subsistencia por circunstancias independientes 

expuestos a la violación de sus derechos, debido a la 
demora por parte de la anterior administradora de pen-
siones del Régimen de Prima Media el Instituto del Se-
guro Social hoy en liquidación, y la actual administra-
dora Colpensiones, donde se presentaron casos en los 
que tuvieron que someterse a la espera de una decisión 
sobre su situación pensional en algunos casos por más 
de dos (2) años, lo cual resulta del todo atentatorio para 
las personas que han solicitado su derecho pensional, 

presentan casos en que las solicitudes no les son resuel-
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haya un fallo judicial y así poder acceder al reconoci-
miento de la pensión, con gran detrimento en la calidad 
de vida de la persona que no cuenta con ingresos para 
sufragar sus gastos.

Así las cosas, teniendo en cuenta que la mayoría de 
las personas que solicitan las pensiones, son adultos 

proteger sus derechos fundamentales, se debe garanti-

las tres cuartas partes de un salario mínimo legal men-
sual vigente, a las personas que hicieron su solicitud 
pensional y transcurridos más de 4 meses la adminis-
tradora de pensiones del Régimen de Prima Media y/o 
las entidades competentes para resolver las solicitudes 

al retroactivo pensiona al cual tengan derecho las per-
-

requisitos, los dineros cancelados se deberán realizar 
los respectivos cobros por parte de la entidad que haya 

Lo anterior teniendo en cuenta que Colombia como 
un Estado Social de Derecho tiene dentro de sus prin-
cipios la protección de la dignidad humana, tal y como 
lo establece el artículo 1° y 2° de la Constitución, más, 
si se tiene en cuenta que las actuaciones de los par-
ticulares en Colombia de acuerdo a lo establecido en 
el artículo 83 de la Constitución Política de Colom-
bia deben basarse en el principio de la buena fe, por lo 
cual, no podrían los particulares asumir las cargas de la 

Ahora bien, respecto a las peticiones pensionales, 
es importante señalar que la Corte Constitucional me-
diante Sentencias T-880 de 2010 y T-69 de 2012, y en 
reiteradas ocasiones ha manifestado al respecto lo si-
guiente:

-

-
-

-

en -

-
-
-

-

-
-

-

-

-
-

De igual manera, la Contraloría General de la Re-

de febrero de 2013 y con Radicación 2013EE0013719 
señaló que: “los problemas en el tema pensional rela-

-

-

-

-
-

que se deba contratar personal para que preste sus ser-
-

-
-

No obstante la Administradora del Régimen de 
Prima Media y las demás entidades a cuyo cargo se 
encuentra el reconocimiento pensional han hecho in-
gentes esfuerzos por mejorar en los tiempos de recono-

los cuales los reconocimientos pensionales se dilatan 
ante la desorganización de información relevante para 
quien solicita la pensión, pero que no por ello pueden 

-
risdicción y estar a la espera de un fallo judicial ante la 
falta de reconocimiento oportuno, por lo cual se hace 
necesario la aprobación del presente proyecto de ley.
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IMPACTO FISCAL
-

cal, ya que no se ordenan gastos, ni se establecen con-

otorgan surgen de los mismos depósitos con que cuen-

otra parte estos podrán ser descontados de las mismas 
prestaciones económicas una vez estas se reconocen.

De los honorables Congresistas,

CÁMARA DE REPRESENTANTES
SECRETARÍA GENERAL

El día 20 de agosto del año 2015 ha sido presentado 

correspondiente exposición de motivos por los hono-
rables Representantes 

El Secretario General,

* * *
PROYECTO DE LEY NÚMERO 089 DE 2015 

CÁMARA
-

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene como ob-
jeto promover y proteger el empleo de aquellas perso-

discapacidad o dependencia.
Artículo 2°. Para efectos de la 

presente ley, el Ministerio de Trabajo, previo estudio 

empleo para trabajadores con responsabilidades fami-
liares de cuidadores, con participación de la Comisión 
Nacional de Concertación de Políticas Salariales y La-
borales.

Esta política de empleo se debe dirigir a estimular 
la inserción laboral de los trabajadores con responsabi-
lidades familiares de cuidadores, mediante alternativas 

acuerdo con la Ley 1221 de 2008, donde se consideren 
como población vulnerable y se priorice su vinculación 
laboral a través mecanismos como este.

Artículo 3º. 
Es aquella 

persona que tiene a su cargo el cuidado de otra que 

compañero o compañera permanente o pariente hasta el 

primero civil de la persona dependiente, que le presta 
ayuda permanente para las actividades de la vida diaria.

Parágrafo. El Registro para la Localización y Ca-
racterización de Personas con Discapacidad (RLCPD) 
del Ministerio de Salud y Protección Social, constituirá 

con responsabilidades familiares de cuidador conforme 
-

dad del trabajador proveer al empleador la información 
para poder acogerse a la presente ley.

Artículo 4º. 
 Para esta ley se entiende personas 

mentales, intelectuales o sensoriales a mediano y largo 
plazo que, al interactuar con diversas barreras, puedan 
impedir su participación plena y efectiva en la socie-
dad, en igualdad de condiciones con las demás y que 
requieran de una persona que los acompañe y asista du-
rante sus actividades diarias. La persona dependiente 
es aquella que presenta graves problemas de salud por 
enfermedad o vejez que requiere la asistencia de una 
persona que le acompañe y asista durante su estado de 
convalecencia.

Artículo 5°. 

Si un trabajador asume responsabilidades familiares de 

horario laboral, que le permitan desarrollar sus funcio-
nes laborales y cumplir con sus obligaciones de cui-

Artículo 6º. La condición 
de trabajadores con responsabilidad familiar de cuida-

-
ción para dar por terminada unilateralmente la relación 
de trabajo.

Se prohíbe a los empleadores exigir requisitos o cer-

personas con responsabilidades familiares de cuidador.

Artículo 7º. . Las Instituciones de Edu-
cación Superior y las Instituciones Educativas para el 
Trabajo y Desarrollo Humano tendrán en cuenta la con-
dición de una persona como trabajador con responsabi-

en las matrículas y créditos, de acuerdo con lo estable-
cido en sus reglamentos internos.

Artículo 8º. 

la familia de la persona en condición de discapacidad, 
conforme a los criterios contemplados en el artículo 3º.

Artículo 9º. . El trabajador con 
responsabilidades familiares de cuidador, deberá ga-
rantizar que la persona en condición de discapacidad 
que se encuentra a su cargo, gozará de los cuidados y 
protección que su condición le demanda.

Artículo 10. . El Gobierno Nacio-
nal reglamentará la presente ley dentro de los seis (6) 
meses siguientes a su promulgación.
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Artículo 11. . La presente ley rige a partir 
de su promulgación y deroga las normas que le sean 
contrarias.

De los honorables Congresistas,

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
ANTECEDENTES
En la Legislatura 2011-2012 los honorables Con-

gresistas Carlos Alberto Baena y Gloria Stella Díaz 
presentaron en el Senado el Proyecto de ley “por me-

cabeza de familia o cuidadores, con hijos o personas 
a cargo con discapacidad que les impide la inserción 
laboral y los hace dependientes económicamente”, tra-

discusión en primer debate en la Comisión Séptima del 
Senado se designó una Comisión Accidental integrada 
por las honorables Senadoras Teresita García Romero, 
Claudia Wilches y Dilian Francisca Toro, y los honora-
bles Senadores Jorge Eliécer Ballesteros, Edison Del-
gado Ruiz, Fernando Eustacio Tamayo y Germán Car-
losama López, quienes el día 12 de julio de 201211[1] 
[1] presentaron a consideración, el informe que les fue 
encomendado para revisar y ajustar la ponencia para 

comisión que introdujo importantes cambios en el tí-
tulo y el articulado, aprobado en dicha comisión el 12 
de junio de 2012, y en la Plenaria del Senado el 10 
de octubre de 2012, de donde después pasó a la Comi-
sión Séptima de la Cámara donde se radicó la ponen-
cia, pero se hundió por falta de trámite22.En julio de 
2013 se presenta nuevamente la iniciativa en el Senado 
por los Honorables Senadores Carlos Alberto Baena, 
Manuel Virgüez y la honorable Representante Gloria 

-
do - 185 de 2014 Cámara, en la cual se retoma el gran 
trabajo realizado por la honorable comisión acciden-
tal durante su discusión en el Senado en el año 2012, 
acogiéndose los cambios realizados al proyecto inicial 
en el título y el articulado,33 se designó ponentes en 
la Comisión Séptima Constitucional del Senado a los 
honorables Senadores Antonio José Correa, Jorge Iván 
Ospina, Claudia Wilches Sarmiento, Arturo Yepes Al-
zate, Mauricio Ernesto Ospina quienes rinden ponencia 

1 1[1][1] . Año XXI. N° 669. Bogotá, 
5 de octubre de 2012. . Año XXI 
N° 367. Bogotá 14 junio de 2012.

2 2 http://www.camara.gov.co/portal2011/proceso-y-tra-
mite-legislativo/proyectos-de ley.  

 No. 751 de 2011. No. 412 de 2012.
3 3  

favorable para primer debate44 discutida y aprobada en 
la comisión séptima del Senado; se nombró ponentes 
para segundo debate a los honorables Senadores Jorge 
Iván Ospina y Antonio José Correa Jiménez quienes 
rinden ponencia positiva, aprobada en sesión plenaria 
del Senado el día 25 de noviembre de 201455, remitida 
a la Comisión Séptima de la Cámara donde se desig-
nó ponentes a las honorables representantes Esperanza 
María de los Ángeles Pinzón, Guillermina Bravo Mon-
taño, Óscar Ospina Quintero, quienes rinden ponencia 
positiva66, no pudo ser discutido y se archivó por falta 
de trámite.

En esta legislatura queremos insistir en el proyecto, 
esperamos poder surtir el trámite necesario para que se 
convierta en ley por considerar que es muy importante 
el poder promover y proteger el empleo de los cuidado-
res familiares, personas que no solo llevan la carga de 
tener que asistir a sus familiares con alguna situación 
de discapacidad o de dependencia, sino que se están 
viendo abocados a no poder emplearse laboralmen-

económicas, sociales, por lo que debemos promover el 
empleo para los cuidadores que permitan mejorar sus 
condiciones de vida al lado de sus familiares.

El proyecto pretende que se promueva el empleo 
para las personas que tienen como responsabilidad ser 
cuidadores de los familiares que se encuentran a su car-
go en situación de discapacidad o dependencia, puesto 
que es una necesidad latente en el país.

En él se acogió el título del proyecto que propuso la 
comisión accidental creada durante la discusión que se 
diera en el Senado en la legislatura 2012 y que se apro-
bó tanto en la Comisión Séptima como en la Plenaria 
de Senado, que cubre tanto a padres, madres y todo tipo 
de familiares con estas responsabilidades de cuidadores 
a quienes se les deberá promover empleo, lo cual que-

objeto del proyecto, así mismo se acogió la adición en 
el artículo que realizaran los honorables representantes 
designados en la Comisión Séptima de la Cámara para 
el primer debate del proyecto en la legislatura pasada.

En el artículo 2°, se acoge el artículo adicionado por 
la comisión accidental y aprobado en Senado, donde el 
Ministerio de Trabajo, como ente rector en materia la-
boral, previo estudio Conpes, se encargará de desarro-

-
dores con responsabilidades familiares de cuidadores, 
lo cual constituye una solución concreta y real acorde 

una alternativa como el teletrabajo, pero consideramos 
que deben haber más alternativas las cuales se deben 
estudiar.

con responsabilidades familiares de cuidador y se aco-
ge el parágrafo propuesto en el Senado en la discusión 
que se dio en dicha corporación durante la legislatura 
2014, para que se constituya en el Registro para la Lo-
calización y Caracterización de Personas con Discapa-

de personas con responsabilidad familiar de cuidador, 

4 4  920 de 2013.
5 5  797 de diciembre 2 de 

2014.
6 6  354 de 2015.
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con discapacidad. Artículos que se incorporaron en el 
informe de la comisión accidental de la Comisión Sép-
tima de Senado durante el trámite del Proyecto de ley 

-
cidas, claramente van en armonía con la Ley Estatuta-
ria 1618 de 2013, “por medio de la cual se establecen 
disposiciones para garantizar el pleno ejercicio de los 
derechos de las personas con discapacidad”.

Igualmente se introdujeron en el informe de la Co-
misión Accidental mencionada, los artículos 5° y 6° 
del presente proyecto, como adiciones al Proyecto de 

para la situación particular en la que se encuentran los 
cuidadores, y se trata de condiciones laborales espe-

prohibición de despido por justa causa por la condición 
de trabajadores con responsabilidad familiar de cuida-
dor, así mismo hemos acogido la adición realizada por 
los honorables ponentes del Senado durante la legis-
latura del 2012 que adicionó en subtítulo del artículo 
5° las condiciones especiales 

El artículo 7° también fue introducido por la comi-
sión accidental en el Senado, que va acorde también 
con la Ley 1618 de 2013 o ley estatutaria de discapaci-
dad, pues busca que se le den oportunidades a los cui-
dadores de acceder a instituciones educativas, a educa-

sus matrículas.
Finalmente los artículos 8°, 9° y 10 son especial-

mente garantías introducidas por los honorables Sena-
dores miembros de la Comisión Accidental nombrada 

034 de 2011, y son básicamente la aplicación de la ley 
a uno de los familiares que sea cuidador responsable de 
una persona en condición de discapacidad, quien será 
además garante de esa persona que se encuentra a su 

-
nalmente la obligación del Gobierno de Reglamentar 
con prontitud.

con valiosos aportes de los Senadores tanto de la Comi-
sión Séptima como de la Plenaria del Senado, a quienes 
les hacemos un expreso reconocimiento de su trabajo. 
Vale la pena por lo tanto, citar a la honorable Senadora 
Claudia Wilches, quien como ponente del Proyecto ex-
puso en la Plenaria lo siguiente:

“ -
-

-

 “Es 
-

8

 2. MARCO CONSTITUCIONAL

7 7  -
gotá D.C., lunes 28 de enero de 2013, pág. 26.

8 8  Ídem.

 La Carta Política de 1991, dentro de los principios 
del Estado Social de Derecho, contiene diversas nor-
mas tendientes a la protección especial de las perso-
nas discapacitadas. Dentro de ellas, el artículo 13 de 
la Constitución Política dispone que la igualdad es un 

de discriminación. Como consecuencia de esta dispo-
sición, se impone al Estado el deber de promover las 
condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y 
de adoptar medidas a favor de grupos discriminados o 
marginados. De igual forma, el Estado debe proteger 
de manera especial a las personas que por virtud de su 
condición económica, física o mental se encuentren en 

99[4][4].
La Constitución Política, en varias disposiciones, 

propugna la protección a las personas en situación de 
discapacidad; dentro de ellas se encuentran las siguien-
tes:

“

-
-

-

El Estado adelantará una política de 

-

-

De las normas señaladas, así como de los principios, 
valores y derechos consagrados en la Constitución de 
1991, se desprende el escenario de especial protección 
de que son sujetos las personas discapacitadas, cuyo 
propósito esencial es dirigir la acción del Estado a lo-
grar la incorporación de tales personas a la sociedad 
y a permitir la potencialización del desarrollo de sus 
actividades dentro del plano de las limitaciones que 
padecen, procurando que alcancen el mayor grado de 
autonomía posible y de reintegración social. Para esos 

las actividades laborales y contractuales, incluidas las 
que provee el propio Estado.

-
ble Corte Constitucional, “ -

-

-
-

9 9  Sentencia T-871/06.
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-
tadas en los artículos 13, 47, 54 y 68 de la Constitución 
Política, en donde se reconocen el principio de igual-
dad, dignidad y respeto de derechos fundamentales de 
aquellas personas que a causa de sus limitaciones han 
sido discriminadas y por tanto merecen un grado de 
atención mayor por parte del Estado.

En este sentido, la Convención sobre los Derechos 
de las Personas con Discapacidad de la Organización de 
las Naciones Unidas (ONU), aprobada por Colombia 
mediante la Ley 1346 de 2009 y declarada exequible 
por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-293 
de 2010, ha establecido que el propósito de todas las 

discapacidad es proteger los derechos y la dignidad de 
las personas con discapacidad, así como promover la 
obligación de los Estados parte de promover, proteger 
y garantizar el pleno disfrute de los Derechos Huma-
nos de estas personas, y garantizar que gocen de plena 
igualdad ante la ley.

El Protocolo Adicional a la Convención America-
na sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales - Protocolo de San 

-
ce que los Estados partes se comprometen a adoptar, 
con arreglo a sus procedimientos constitucionales, me-
didas legislativas o de otro carácter que fueren necesa-
rias para hacer efectivos los derechos de este tipo sin 
discriminación alguna para las diferentes poblaciones 

3. MARCO LEGAL
La legislación nacional ha venido desarrollando 

dirigidas a las personas en situación de discapacidad y 
sus familias, entre los que se encuentran:

Ley 361 de 1997 (Ley de Discapacidad), por la cual 
se establecen mecanismos de integración social de las 
personas con limitación y se establecen otras disposi-
ciones.

Decreto 276 de 2000. Establece la conformación, 
-

mité Consultivo Nacional de las Personas con Limita-
ción.

Ley 443 de 1998, garantiza el acceso en igualdad 

-
jo acorde con sus condiciones de salud.

Ley 82 de 1989
OIT.

Ley 1306 de 2009, por la cual se dictan normas para 
la protección de personas con discapacidad mental y 
se establece el régimen de la representación legal de 
incapaces emancipados.

4. CONSIDERACIONES SOBRE LA DISCA-
PACIDAD

Técnicamente hablamos de discapacidad y no esta-

física, mental o sensorial, ya sea de naturaleza perma-
nente o temporal, que limita la capacidad de ejercer una 
o más actividades esenciales de la vida diaria, que pue-
de ser causada o agravada por el entorno económico y 
social.

Término que ha sido incorporado a nuestra legis-
lación interna bajo la Ley 1349 de 2009, que aprobó 
la Convención Interamericana para la Eliminación de 
Todas las Formas de Discriminación contra las Perso-
nas con Discapacidad, en donde se promulga que este 
sector poblacional tiene los mismos Derechos Huma-
nos y libertades fundamentales que otras personas; y 
que estos derechos, incluido el de no verse sometidos 
a discriminación fundamentada en la discapacidad, di-
manan de la dignidad y la igualdad que son inherentes 
a todo ser humano.

El Convenio 159 de la OIT, aprobado mediante Ley 
82 de 1988, y declarada exequible por la Corte Consti-
tucional, mediante Sentencia C-401 del 20 de mayo de 
2003 (M. P.: Álvaro Tafur Galvis), formula obligacio-

temas referidos a relaciones laborales o condiciones de 
trabajo de las personas con discapacidad.

Para efectos del Convenio en su artículo 1° se en-
tiende por persona inválida “ -

 5. EL NÚCLEO FAMILIAR
En consideración a la dignidad que le es propia a las 

personas con limitación en sus derechos fundamenta-
les, económicos, sociales y culturales y en procura de 
su completa realización personal y su total integración 

-
diendo que los padres o cuidadores de quien ha padeci-
do la limitación son las personas en cuya cabeza está el 

laboral o económico que adquieran estas personas será 

Ley 1098 de 2006 en el parágrafo 2º del artículo 36, 
cuando dice: “ -

Lo anterior permite contribuir en el avance de las 
condiciones de igualdad para aquellas personas que se 
consideran discriminadas por sus circunstancias desfa-

-
nes vulnerables además es un mandato constitucional, 
pues así lo establece el artículo 43 de la norma supe-
rior cuando le impone al Estado el deber de apoyar a 
la madre cabeza de familia en el entendido de que di-
cho amparo proporciona mejores condiciones de vida 
para quienes están a su cuidado. Se entiende por madre 
cabeza de familia aquella mujer que siendo soltera o 
casada tiene bajo su cargo, económica o socialmente, 
en forma permanente, hijos menores propios u otras 
personas incapaces o incapacitadas para trabajar, ya 
sea por ausencia permanente o incapacidad física, sen-
sorial, síquica o moral del cónyuge o compañero per-

1010[5][5] 
Pero 

-
ca11 , la Corte Constitucional ha desarrollado, a 
través de su jurisprudencia, los presupuestos que deben 

10 10  C-34 de 1999, C-184 de 2003, Ley 82 de 1993.
11 11  T-700 de 2006.
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cabeza de familia, con el propósito de que puedan ser 
-

gislación, en consideración a su estado de indefensión. 
Así lo sostuvo la Corte en la Sentencia SU-388 de 2005:

-
-

-

-

-

-

-

.
Este principio de protección resulta de una interpre-

tación sistemática de otras disposiciones constituciona-
les como el artículo 13 y todos aquellos que propenden 
a la protección de los niños, las niñas y de la familia 

pronunciamientos de la honorable Corte Constitucional 
se ha concluido que las medidas que protegen a la mu-
jer cabeza de familia no se proyectan sobre sí misma, 

familiar que de ella dependa, el cual se supone com-
puesto por los hijos menores propios y otras personas 
incapacitadas para trabajar. En este sentido ha dicho la 
Corte Constitucional en Sentencia T-700 de 2006 “la 

-

se desprende no solamente de lo dispuesto en el artícu-

-

-
-

.
Al respecto, la Ley 361 de 1997, en consideración 

con la protección y asistencia especial asignada para 
las personas con limitación, establece en el artículo 4º: 

-
-
-
-

-

Ha sido tan amplia la interpretación de la Corte 
di-

-

(Sentencia C-1039 
de 2003 M. P.: Alfredo Beltrán Sierra), pero no de ma-
nera automática, sino aquel que acredite y demuestre 
ante las autoridades bajo los criterios de la Ley 82 de 
1993 cumplir las mismas responsabilidades asumidas 
por las mujeres cabeza de familia. El propósito de este 
tipo de medidas es proteger al infante, basados en el 
principio de interés superior del menor consagrado en 
la Declaración de Ginebra de 1924 sobre Derechos del 
Niño, y posteriormente reproducido en otros instru-
mentos internacionales como la Declaración Universal 
de Derechos Humanos, la Declaración de los Derechos 
del Niño de 1959 (Principio 2), el Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos (artículos 23 y 24) y 
la Convención sobre Derechos del Niño adoptada por 
la Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de 
noviembre de 1988.

Por otro lado, y teniendo en cuenta que se puede 
presentar el supuesto en el cual la persona con discapa-
cidad no sea cuidada ni por una madre o padre cabeza 
de familia, encontramos pertinente incluir el térmi-
no cuidador, conforme a lo discutido en la Comisión 
Séptima de Senado en la anterior legislatura, para ser 

ley, entendido como el cuidador familiar al cónyuge, 
compañero o compañera permanente o pariente hasta 

o primero civil de la persona dependiente, que le presta 
ayuda permanente para las actividades de la vida diaria 
y que por su labor de cuidador se ve impedido a desem-
peñarse laboralmente.

6. LA INSERCIÓN LABORAL

-
cidad;  debido a las 
enfermedades crónicas, lesiones, accidentes automovi-
lísticos, violencia y otras causas como la mayor edad 
de la población.

Además, el Programa de las Naciones Unidas para 
el Desarrollo (PNUD) estableció que el 80% de las 
personas con discapacidad vive en países en desarro-
llo1313[8][8]; el Banco Mundial estima que el 20% de 
los más pobres del mundo tienen discapacidades1414[9]
[9] y tienden a ser considerados dentro de sus propias 
comunidades como las personas en situación más des-
ventajosa.

-
zación de las personas con discapacidad aportada por 

12 12  Evaluación de diseño de operación 01-2008 del 
Programa de Apoyo Económico a Personas con Disca-
pacidad Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia 
del Distrito Federal DIF-DF, Instituto Mexicano de De-
rechos Humanos y Democracia.

13 13  Ídem.
14 14  Ídem.
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cifras del DANE, actualizada a 31 de julio de 2010, 

la Protección Social, se puede determinar que de las 
941.046 personas a las que se les aplicó el registro, 

permanentemente.
Además, en este registro se pudo determinar que 

otras personas les ayudan para realizar sus actividades:

Persona externa no empleada: 12.315. 
Persona externa empleada: 15.424.
Otra: 6.398.
Sin dato: 22.726.
Atendiendo estas cifras, y en el entendido de que 

las personas con discapacidad son protegidas por la le-
gislación nacional e internacional, además del enfoque 
dado por la honorable Corte Constitucional, que consi-
dera las acciones positivas a favor de quienes cumplen 
las veces de cuidadores de estas personas, son dirigidas 
a favorecer a las personas con limitación; se concibe 

-
cleos familiares en estado de debilidad, a los cuales el 
Estado debe prestar especial atención en la medida en 
que el cuidado de una persona discapacitada supone 
mayores gastos en medicina, atención especial, utensi-

De tal forma, se considera que esta medida propen-
de a la inserción laboral de las madres, padres cabeza 
de familia o los cuidadores de una persona con discapa-

con discapacidad que dependan económicamente por 
motivos de su limitación para ejercer alguna labor que 
les permita el sustento propio.

7. IMPACTO FISCAL

la Ley 819 de 2003, la Corte Constitucional se ha pro-
nunciado, entre otras, en Sentencias como las C-490 de 
1994, C-343 de 1995, C-685 de 1996, C-197 de 2001, 
C-1250 de 2001, C-1113 de 2004, C-500 de 2005, 
C-729 de 2005 y C-290 de 2009, en las que desarrollan, 
entre otros temas, el principio de anualidad, el princi-

Gobierno puede hacer las inclusiones necesarias en el 
Presupuesto General de la Nación, en lo que tiene que 
ver con la constitucionalidad y la competencia legisla-

Así mismo, mediante Sentencia C-985 de 2006, la 
honorable Corte Constitucional se pronunció sobre la 
iniciativa que tienen los congresistas en materia de gas-
to, así:

“Del anterior recuento se desprende que la Corte 

de constitucionalidad en contra de las normas que se 

-
-

-

Además, la misma Corporación, en Sentencia 
C-290 de 2009, al respecto dijo:

“

-

sino el respeto del ámbito competencial que correspon-

-
-
-

”.
De conformidad con los argumentos jurídicos seña-

lados anteriormente, es preciso advertir que la presente 
iniciativa no ordena gasto adicional ni tampoco otorga 

7º de la Ley 819 de 2003; por lo tanto, esta iniciativa no 

De los honorables Congresistas,

CÁMARA DE REPRESENTANTES
SECRETARÍA GENERAL

El día 20 de agosto del año 2015 ha sido presentado 

correspondiente exposición de motivos por los hono-
rables Representantes 

El Secretario General,

N O TA S  A C L A R AT O R I A S
NOTA ACLARATORIA AL PROYECTO DE 

LEY NÚMERO 096 DE 2014

-

Bogotá, D. C., 20 de agosto de 2015

CSpCp. 3.7-215

Doctor

ALFREDO RAFAEL DE LUQUE ZULETA

Presidente
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Cámara de Representantes
Respetado, doctor De Luque:
Comedidamente me permito hacer una aclaración 

0096 de 2014, -

-
 El texto aprobado en pri-

mer debate en la Comisión Séptima, es el que aparece 
publicado en la 
2015, página 12. (Adjunto ).

Cordial saludo,

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN PRIMER 
DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 

096 DE 2014 CÁMARA

-

(Aprobado en la Sesión del día 8 de abril de 2015 
en la Comisión Séptima de la honorable Cámara de Re-
presentantes). 

El Congreso de Colombia
LEGISLA:

Artículo 1°.  Pro-
híbase a toda persona natural o jurídica la comercia-
lización, venta, distribución y publicidad de sistemas 
electrónicos de administración de nicotina, incluyendo 
cigarrillos electrónicos, accesorios para estos dispositi-
vos, y cartuchos de nicotina, a menores de edad. 

Artículo 2°. -
 Prohíbase la utilización de sistemas electrónicos 

de administración de nicotina, incluyendo cigarrillos 
electrónicos, en espacios cerrados. 

Artículo 3°. Prohíbase la utilización de sistemas 
electrónicos de administración de nicotina, incluyen-
do cigarrillos electrónicos, en bibliotecas, instituciones 
educativas, centros de salud, museos, medios de trans-

cerradas. 
Artículo 4°.  Prohibir 

cualquier tipo de publicidad, actividades promociona-
les o actividades de mercadeo de sistemas electrónicos 
de administración de nicotina, cigarrillos electrónicos 
que induzcan el consumo con mensajes referentes a la 
inocuidad y/o el uso para el tratamiento del tabaquis-
mo. 

Parágrafo. Entiéndase por publicidad toda acción 

Artículo 5°.  El Ministerio 
de Salud y Protección Social, las Gobernaciones, Al-
caldías, y Secretarías de Salud Departamentales, Dis-

-
zación sobre los efectos nocivos de la nicotina y el uso 
de los dispositivos que regula la presente ley. 

Artículo 6°.  Es obligación 
de vendedores y expendedores de sistemas  

electrónicos de administración de nicotina, inclu-
yendo cigarrillos electrónicos, el indicar por medio de 

-
rior de su local, establecimiento, punto de venta o pá-
gina web la prohibición de la venta de estos productos 
a menores de edad. 

Este anuncio no hará mención o referencia a marcas 
-

Artículo 7°. Los empaques de cartuchos que contie-
nen nicotina que se insertan a los dispositivos electró-
nicos regulados en esta ley y los sistemas electrónicos 
de administración de nicotina, incluyendo cigarrillos 
electrónicos deberán contener la leyenda “No aptos 
para menores de edad”. 

-
ciones establecidas en la presente ley, las autoridades 
competentes deberán realizar procedimientos de ins-
pección, vigilancia y control a quienes distribuyan de 
cualquier forma este tipo de productos dentro del terri-
torio nacional. 

Artículo 9. . El distribuidor que incumpla 
el artículo 7° de la presente ley acarreará una sanción 
consistente en el pago de una multa de 250 a 300 sa-
larios mínimos legales mensuales vigentes en caso de 
reincidir la multa será de 350 a 400 salarios mínimos 
legales mensuales vigentes. 

Artículo 10. El incumplimiento de los artículos 2° y 
3° de la presente ley acarreará una sanción consisten-
te en una amonestación verbal y el pago de una multa 
equivalente a 10 salarios mínimos diarios vigentes. 

Artículo 11. El incumplimiento a los artículos 1° y 
4° de la presente ley será sancionado con el pago de 
una multa equivalente a 350 a 400 salarios mínimos 
legales mensuales vigentes. 

Artículo 12. El incumplimiento al artículo 6° de la 
presente ley será sancionado con el pago de una multa 
equivalente a 350 a 400 salarios mínimos legales men-

-
cimiento si es reincidente. 

Artículo 13. . Con 

presente ley, las autoridades del orden nacional, Super-
intendencia de Industria y Comercio o la que haga sus 
veces, y aquellas que cumplan función policiva reali-
zarán procedimientos de inspección, vigilancia y con-
trol, en lo que le compete para dar cumplimiento a la 
presente ley. 

Parágrafo. El régimen sancionatorio y su procedi-
miento serán reglamentados por el Gobierno Nacional 
en un periodo no mayor a seis (6) meses contados des-
de la expedición de la presente ley. 

Artículo 14. 
Las san-

ciones establecidas en la presente ley serán impuestas 
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por la autoridad competente en la materia. Los montos 
recaudados serán destinados al Ministerio de la Protec-

-
ción contra el consumo del tabaco y la nicotina, en un 
cuarenta por ciento (40%), y para apoyar programas de 
diagnóstico y tratamiento de enfermedades pulmonares 
en un sesenta por ciento (60%). 

Artículo 15. Las disposiciones establecidas en la 
presente ley se aplicarán sin perjuicio de todas las nor-
mas establecidas en la Ley 1335 de 2009. 

Artículo 16.  La presente 
ley entra a regir a partir de su publicación, y deroga las 
disposiciones que le sean contrarias. 

De los honorables Representantes, 

P O N E N C I A S
INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER 

DEBATE PROYECTO DE LEY NÚMERO 003 
DE 2015 CÁMARA

-

1. Antecedentes del proyecto de ley

De acuerdo con el texto radicado el día 6 de febrero 
de 2015 en Secretaría General de la Cámara por los 
honorables Representantes Ángela María Robledo 

Reyes, Ana Cristina Paz Cardona, Sandra Liliana Or-
tiz Nova y Óscar Ospina Quintero, así como por parte 
de los honorables Senadores Jorge Iván Ospina, Iván 
Leonidas Name Vásquez, Jorge Eliécer Prieto, Claudia 
López Hernández y Antonio Navarro Wolf del Partido 
Alianza Verde.

Para primer debate en Comisión Séptima de la Cá-
mara de Representantes, fuimos designados como po-
nentes los honorables Representantes Óscar Hurtado, 
Guillermina Bravo, José Élver Hernández Casas y Án-
gela María Robledo Gómez.

El proyecto de ley cumple con los requisitos con-
templados en los artículos 154, 158 y 169 de la Cons-
titución Política que hacen referencia a la iniciativa 
legislativa, unidad de materia y título de la ley respec-
tivamente.

2. Objeto del proyecto de ley

La presente ley tiene como objeto garantizar y reco-
nocer el acceso en condiciones de universalidad el de-
recho prestacional de pago de prima de servicios para 
las trabajadoras y los trabajadores domésticos. 

3. Contenido

Esta iniciativa legislativa cuenta con tres (3) artí-
culos:

2° se plantea el principio general, el alcance y la des-
cripción de la prima de servicios; y en el 3° se encuen-
tra el artículo de la entrada en vigencia de la presente 
ley.

4. Consideraciones

-
do en el artículo 140 numeral 1 de la Ley 5ª de 1992; 
se trata de una iniciativa Congresional presentada por 
los honorables Representantes Ángela María Robledo 

Reyes, Ana Cristina Paz Cardona, Sandra Liliana Or-
tiz Nova y Óscar Ospina Quintero, así como por parte 
de los honorables Senadores Jorge Iván Ospina, Iván 
Leonidas Name Vásquez, Jorge Eliécer Prieto, Claudia 
López Hernández y Antonio Navarro Wolf del Partido 
Alianza Verde.

Cumple además con los artículos 154, 157, 158 de 
la Constitución Política referentes a su origen, forma-
lidades de publicidad y unidad de materia. Así mismo 

-
tro de las funciones del Congreso está la de hacer las 
leyes.

5. Marco Jurídico
Los autores señalan el siguiente marco jurídico:
Desde la entrada en vigencia del Decreto–ley 2663 

del 5 de agosto de 1950 –Código Sustantivo del Traba-
jo– el cual ha venido regulando las relaciones laborales 
en Colombia desde entonces, se ha cometido un evi-
dente trato desigual entre dos grupos de trabajadores 
a saber: i) Los trabajadores que prestan sus servicios 
personales a las empresas; y ii) los trabajadores que 
prestan sus servicios a los hogares de familia. Esta seg-
mentación de dos grupos laborales tiene su origen en 
la redacción del artículo 306 del Código Sustantivo del 
Trabajo, el cual atañe a la prima de servicios, la cual 
señala que:

 

1 (Negrilla y subrayado fuera de texto).
En efecto, la redacción legislativa de este artículo 

-
res vinculados a las empresas, el percibir la prima de 

1  Cfr. Artículo 306 del Decreto-ley 2663 del 5 de agosto 
de 1950 –Código Sustantivo del Trabajo– No se inclu-
yeron los apartes declarados inexequibles por la Corte 
Constitucional en las Sentencias C-042 de 2003, C-034 
de 2003, C-100 de 2005 y C-825 de 2006. 
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servicios, dejando sin este derecho laboral a los deno-
minados trabajadores del servicio doméstico; en su mo-
mento las razones que sustentaron tamaña desigualdad 
se centraron en aducir que la prima de servicios tenía 
como propósito dar participación de las utilidades obte-
nidas por las empresas2, lo cual no se podía reputar del 
hogar o de la familia, por cuanto dichas instituciones 
sociales no realizaban actividades que generaran utili-
dades para repartir3. Este criterio se mantuvo vigente 
–como obiter dicta– hasta la reciente expedición de la 
Sentencia C–871 de 2014, mediante la cual, la Corte 
Constitucional procedió a analizar la situación de des-

presentan los trabajadores y trabajadoras del servicio 
doméstico, los cuales se encuentran privados del dere-
cho a la prima de servicios. En la sentencia precitada 

remunerado así: 
-

-
-

tercero para tener la posibilidad de salir de casa en 

deja asentadas como Ratio decidendi de la Sentencia 
C-871 de 2014, una serie de premisas de capital impor-
tancia para la discusión que convoca el presente pro-
yecto de ley, las cuales nos permitimos desarrollar a 
continuación:

Las personas que prestan el servicio doméstico de-
ben gozar de los mismos derechos que los demás tra-
bajadores, por lo tanto le son aplicables los principios 
mínimos fundamentales consagrados en la Constitu-
ción Política: Condiciones dignas y justas (artículo 25 
C. P.); principios laborales fundamentales de remune-
ración adecuada, mínima y móvil; irrenunciabilidad 
de los derechos mínimos consagrados en las normas 
laborales, aplicación del principio de favorabilidad, 
de las fuentes del derecho laboral y del principio de 
primacía de la realidad sobre las formas (artículo 53 

marco Constitucional que preside las relaciones de los 
trabajadores domésticos ha venido siendo conculcado 
por cuanto este sector laboral ha sido sometido a des-

2  El numeral 2 del artículo 306 del Código Sustantivo 
del Trabajo señala que prima de servicios remplaza la 

legislación anterior. Esto correspondía a la distribución 
económica de superávit empresarial, que debían realizar 
los entonces denominados “patronos” a sus empleados 
por la plusvalía generada por la actividad de los trabaja-
dores.

3  La Corte Constitucional en la Sentencia C-051 de 1995, 
con ponencia del Magistrado Jorge Arango Mejía, señaló 
que: “

-

  
4  Corte Constitucional, Sentencia C-871 de 2014, M. P. 

María Victoria Calle Correa.

igualdad y discriminación social, la cual se encuentra 
asociada a causas y prejuicios históricos en torno al 
servicio doméstico, sea este remunerado o no; proble-
ma que presenta mayor gravedad en cuanto el trabajo 
doméstico remunerado, es prestado en su mayoría por 
mujeres, grupo que ha sido históricamente discrimina-
do por razones de género. 

Este problema, señalado por el tribunal constitu-
cional, ha determinado la infravaloración con la que se 
miran los trabajos domésticos del hogar, que no han 
permitido reconocer adecuadamente el valor que dicho 
trabajo representa en la sociedad. Al respecto la guar-
diana Constitucional señaló:

 “

-
-

5 (Negrillas y subrayado fuera de texto). 
Ciertamente, la Corte Constitucional ha acertado en 

enfatizar que el trabajo doméstico sí contiene un valor 
que a la postre permite la generación de ingresos, razón 
que también ha sido reconocida por el Estado Colom-
biana a través del bloque de Constitucionalidad6; en 

OIT “Sobre el trabajo decente para las trabajadoras y 
los trabajadores domésticos” adoptado en ginebra, con-
federación suiza, en la 100ª reunión de la Conferencia 
Internacional del Trabajo realizada el 16 de junio de 
2011, dicho convenio reposa en la Ley 1595 de 2012 y 
entre sus consideraciones fundamentales se señala que:

“

-

-

-
-

-
-

5   Corte Constitucional, Sentencia C-871 de 2014, M. P. 
María Victoria Calle Correa.

6  En punto al Convenio 189 de la OIT sobre el trabajo de-
cente de las trabajadoras y los trabajadores domésticos, 

93 de la Constitución Política, los tratados y convenios 

Colombia prevalecen en el orden interno y son paráme-
tro de interpretación de los derechos y deberes conteni-
dos en todo el ordenamiento jurídico interno. 
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6. Consideraciones sobre el trabajo doméstico 
La legislación nacional ha venido desarrollando e 

incorporado cuerpos normativos para generar acciones 

doméstico, la Corte Constitucional como la Organiza-
ción Internacional del Trabajo OIT, no sólo han reco-
nocido el aporte que presta a la economía mundial el 
trabajo doméstico, al permitir que otros trabajadores 
puedan salir a aumentar sus posibilidades de ingresos 
familiares sin preocuparse de las tareas domésticas, 
sino que también han destacado el impacto que tiene 
dicho trabajo frente a la denominada economía del 
cuidada, que tiene una directa relación con la protec-
ción de personas, generalmente vulnerables o sujetos 
de especial protección constitucional (Niños, personas 
en situación de discapacidad, personas de tercera edad, 
etc...) los cual impacta de forma muy relevante a la so-
ciedad.

Colombia, ha entendido la importancia que tiene la 
denominada economía del cuidado, y ha expedido la 

-
lidad social, sino de incluir en el Sistema de Cuentas 
Nacional la economía del cuidado, con el objeto de me-
dir la contribución de la mujer en el desarrollo social y 

-
blica en ese campo. Como resultado de ésta ley el De-
partamento Nacional de Estadística realizó la “Encues-
ta Nacional del uso del Tiempo” que dio como resulta-
do que la economía del cuidado aporta en Colombia en 
promedio: un 20% del PIB8, lo que equivale en plata 
blanca a ciento veinte mil (120.000) millones de pesos, 
cifra que se asemeja a la presentada por la CEPAL9 
que señala que en América Latina la economía del cui-
dado equivale entre el 25% y el 30% del PIB.

no es una actividad que produce utilidades, resulta no 
ser una premisa consistente para defender una discri-
minación hacia los trabajadores de este sector econó-
mico. Razón por la cual, es necesario que el Congreso 

competencias legislativas, proceda a corregir este ye-
rro histórico que se ha cometido contras las personas 
que se desempeñan en trabajo doméstico remunerado, 
equiparando los derechos de estos trabajadores y erra-

hoy queda vigente contra los trabajadores del servicio 
doméstico10 -

7  Convenio 189 de la OIT sobre el trabajo decente para las 
trabajadoras y los trabajadores domésticos, Adopción: 
Ginebra, 100ª reunión CIT (16 de junio de 2011), apro-
bado por el Congreso mediante la Ley 1595 de 2012.

8  Cfr. Encuesta Nacional de Uso del Tiempo ENUT 2012-
2013 realizada por el DANE: http://formularios.dane.
gov.co/Anda_4_1/index.php/catalog/214/export 

9  La Comisión Económica para América Latina y el Cari-
be (Cepal) presentó en la 46ª reunión de la Mesa Direc-
tiva de la Conferencia Regional de la Mujer esta cifra 
sobre la economía del cuidado en América Latina. 

10  Es importante recordar que la Corte Constitucional en 
diversos pronunciamientos ha derribado otras barreras 
legislativas que perpetraban un trato discriminatorio con-
tra los trabajadores de servicios domésticos, por ejemplo 
en la Sentencia C-051 de 1995 la Corte Constitucional 
con ponencia Jorge Arango Mejía, equiparó las cesantías 

boral develado por la sentencia C-871 de 2014 y dar 
cumplimiento a las compromisos internacionales sus-

-
jeto de este proyecto de ley.

en las páginas precedentes, la Corte Constitucional de-
terminó de forma categórica que: 

-

11 Negrilla y subrayado fuera 
de texto. 

existencia de un mandato constitucional de equipa-
ración, en lo que respecta al goce y ejercicio de los 
principios mínimos del trabajo, de que trata el artículo 
53 C. P. entre los trabajadores y trabajadoras domés-
ticas y los demás trabajadores. […] y la necesidad de 
otorgar a las relaciones laborales en comento un marco 
reforzado de protección de los derechos del trabaja-
dor
favor, compatibles con la condición de vulnerabilidad 
en que suelen encontrarse las trabajadoras y trabajado-
res domésticos”12.

Es importante resaltar que con esta noción del mar-
co de derechos para el trabajo doméstico remunerado 
presentada en la referida Sentencia C-871, la Corte 
Constitucional supera la discusión frente a la concep-
ción tradicional de ligación entre la generación de uti-
lidades y la prima de servicios y resuelve una división 
jurisprudencial que hasta ese hasta ese momento per-
sistía. Esta Corporación señala que la naturaleza de 
esta prestación no está dada por las utilidades reales 
generadas, sino que se inspira en el objetivo de hacer a 

cuales “en un estado que protege la función social de la 
-

valía”, sino al valor social y económico que el trabajo 
puede llegar a crear”13.

En cuanto al valor económico y social generado por 
este sector, la Corte señaló la importancia del trabajo 
doméstico remunerado en consideración a que permite 
cubrir las necesidades de cuidados de las familias, de 
tal manera que se facilita para aquellas la participación 
en el mercado laboral “en el ejercicio de profesiones u 
ocupaciones mejor reconocidas en el plano económi-
co”, de tal forma que las personas que se sirven del tra-
bajo doméstico perciben un valor social mucho mayor 
y por lo general desconocido.

Este no reconocimiento del trabajo doméstico, tan-
to en el valor económico y social que genera como en 
su calidad de trabajo per se está directamente ligado a 

a que tenían derecho los trabajadores domésticos con las 
percibidas por los demás trabajadores. Así mismo me-
diante la Sentencia C-310 de 2007 la Corte equiparó la 
base de liquidación de las cesantías de los trabajadores 
domésticos, con la fórmula de los demás trabajadores. 

11  Corte Constitucional, Sentencia C-871 de 2014, M. P. 
María Victoria Calle Correa.

12  Sentencia C-616 de 2013. M. P. Luis Ernesto Vargas Sil-
va.

13  Corte Constitucional. Sentencia C-871 de 2014. 
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corresponde “naturalmente” con el hecho de ser mujer, 
de donde se deriva su invisibilización y la resistencia 
social a considerarlo como un trabajo como cualquier 
otro y a promover condiciones de trabajo decente. Al 
respecto, consideró la Corte en la C-871: 

[…] la invisibilización del trabajo doméstico que, 
tradicionalmente han asumido las mujeres en el hogar 
sin recibir remuneración no es valorado por la socie-
dad […]. La forma en que ese trabajo no es apreciado, 
lleva a que al ser asumido por un tercero, se le atri-
buya menor valor del que merece, precisamente por la 
tendencia de la sociedad a desconocer su importancia 
económica. En ese orden de ideas, la 
del primero comporta la del segundo. 
El desconocimiento de la actividad como generadora 
de valor económico conlleva, además, bajos estándares 
salariales14.

En efecto, son las mujeres quienes en Colombia de-
-

rresponden al 95% de este sector, lo que equivale a más 
de 600.000 mujeres, la mayoría de ellas en condiciones 
de precariedad laboral. A más de lo feminizado, es un 
trabajo racializado y con ello asociado culturalmente a 
imaginarios esclavistas que incluso se entrecruza con 
otras situaciones generadoras de mayor vulnerabilidad 
social, como la pobreza o el desplazamiento forzado, 
como también ha sido reconocido por la Corte y la OIT. 

A más de la sentencia exhortativa C-871 de 2014 
ampliamente referida, es importante traer a colación la 
Convención para la Eliminación de Todas las Formas 
de Discriminación contra las Mujeres (CEDAW), par-
te integrante del bloque de constitucionalidad, donde 

-
tes, de “Adaptar todas las medidas adecuadas, incluso 

reglamentos, usos y prácticas que constituyan discrimi-
nación contra la mujer”15. En este mismo instrumento, 
se consagra también la obligación de promover “el de-
recho a igual remuneración, inclusive prestaciones, y 
a igualdad de trato con respecto a un trabajo de igual 
valor […]”16.

Asimismo, del Convenio 111 de la OIT sobre la dis-
criminación en el empleo y la ocupación, de promulgar, 

-
cas de igualdad en el trabajo17.

De otro lado, al analizar el particular a la luz del 
Convenio 100 sobre igualdad de remuneración de la 
OIT, y partiendo del concepto amplio de remuneración 

-
cios, dejar de promover el acceso de las trabajadoras y 
trabajadores domésticos a esta prestación implica des-
conocer el principio de igualdad de remuneración por 
un trabajo de igual valor. 

En consideración a todo lo referido, la realidad del 
trabajo doméstico en Colombia dista de corresponderse 
con una actividad con posibilidades de ser ejercida en 
condiciones de dignidad, libertad, seguridad e igual-
dad, y encarna la discriminación histórica contra las 
mujeres, por la diversidad étnica y la clase o el origen 
social. Por ello, la omisión legislativa y la persistencia 

14  Ibídem.
15  CEDAW. Artículo 2°, lit. f. 
16  Ibídem. Artículo 11.
17  OIT. Convenio 111 sobre la discriminación en el empleo 

y la ocupación. Artículo 3°.  

de normas que se han construido bajo imaginarios se-
xistas y muchos otros favorecedores de la exclusión, 
implican una legitimación de tales discriminaciones. 

Así las cosas, es nuestro deber como Congresistas 
garantizar el principio de igualdad material consagrado 
en el inciso segundo del artículo 13 de la Constitución 
Política de 1991 y dar la respuesta constitucional ade-
cuada que el pueblo exige y que la Corte Constitucio-
nal ha exhortado mediante la sentencia citada. 

7. Impacto Fiscal
Es preciso advertir que la presente iniciativa no 

tributarios, tal y como lo advierte el artículo 7° de la 
Ley 819 de 2003; por lo tanto, esta iniciativa no genera 

8. 
De acuerdo al estudio realizado al proyecto materia 

-
ciones propuestas al articulado de la siguiente forma:

ARTICULADO RADICADO 
EN LA CÁMARA

MODIFICACIONES AL 
ARTICULADO

PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 003 DE 2015 
CÁMARA

PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 003 DE 2015 
CÁMARA

para 

Artículo 1º. . La presente 
ley tiene como objeto garantizar 
y reconocer el acceso en 
condiciones de universalidad 
el derecho prestacional de pago 
de prima de servicios para las 
trabajadoras y los trabajadores 
domésticos. 

Artículo 1º. Objeto. La presente 
ley tiene como objeto garantizar 
y reconocer el acceso en 
condiciones de universalidad 
el derecho prestacional de pago 
de prima de servicios para las 
trabajadoras y los trabajadores 
domésticos. 

Artículo 2º. Modifíquese el 
artículo 306 del Decreto-ley 
2663 del 5 de agosto de 1950 –
Código Sustantivo del Trabajo– 
el cual quedará así:
Artículo 306. 
General. Todo empleador está 
obligado a pagar a cada uno 
de sus trabajadores, como 
prestación especial, una prima 
de servicios que corresponde 
a un mes de salario dividido 
en dos pagos por año, en la 
siguiente forma: una quincena 

quincena en los primeros veinte 
días de diciembre; a quienes 
hubieren trabajado o trabajaren 
todo el respectivo semestre o 
proporcionalmente al tiempo 
trabajado.

Artículo 2º. Modifíquese el 
artículo 306 del Decreto-ley 
2663 del 5 de agosto de 1950 –
Código Sustantivo del Trabajo– 
el cual quedará así:
Artículo 306. 

. Todo empleador está 
obligado a pagar a cada uno 
de sus trabajadores y a cada 
una de sus trabajadoras, como 
prestación especial, una prima 
de servicios que corresponde 
a un mes de salario dividido 
en dos pagos por año, en la 
siguiente forma: una quincena 

quincena en los primeros veinte 
días de diciembre; a quienes 
hubieren trabajado o trabajaren 
todo el respectivo semestre o 
proporcionalmente al tiempo 
trabajado.
ARTÍCULO NUEVO. Créese 
una Mesa de Seguimiento a la 
implementación del Convenio 
189 de la OIT sobre trabajadoras 
y trabajadores del servicio 
doméstico, la cual se reunirá 
periódicamente y tendrá por 
objetivo formular y desarrollar 
de manera concertada entre el 
Gobierno, los empleadores y las 
organizaciones de trabajadoras 
y trabajadores, políticas
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promover el trabajo decente 
en el sector del trabajo 
doméstico remunerado, y en 
general hacer seguimiento a 
la implementación de dicho 
Convenio. 
El Ministerio del 
Trabajo reglamentará de 
manera concertada con 
las organizaciones de 
trabajadoras y trabajadores, 
la estructura, composición, 
periodicidad y agenda de la 
Mesa de Seguimiento a la 
implementación del Convenio 
189 de la OIT dentro de los tres 
meses siguientes a la entrada 
en vigencia de la presente ley. 
Asimismo, presentará informes 
anuales al Congreso de la 

y avances en la garantía de la 
condiciones de trabajo decente 
en este sector.
ARTÍCULO NUEVO. El Min-
isterio del Trabajo diseñará e 
implementará de manera artic-
ulada con las organizaciones de 
trabajadoras y trabajadores, una 
estrategia para la divulgación 
del contenido de la presente ley.

Artículo 3º. . La 
presente ley rige a partir de la 
fecha de su promulgación y 
deroga todas las normas que le 
sean contrarias.

Artículo 5º.  La 
presente ley rige a partir de la 
fecha de su promulgación y 
deroga todas las normas que le 
sean contrarias. 

Cordialmente,

Proposición

En consecuencia de las anteriores consideraciones, 
propongo a la honorable Comisión Séptima de la Cá-
mara de Representantes dar primer debate al Proyec-
to de ley número 003 de 2015 Cámara, por medio de 

-

 con base en 
el texto propuesto que se adjunta y que forma parte in-
tegral del presente informe de ponencia.

Cordialmente,

TEXTO PROPUESTO AL PROYECTO DE 
LEY NÚMERO 003 DE 2015 CÁMARA

-

-

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. . La presente ley tiene como ob-
jeto garantizar y reconocer el acceso en condiciones de 
universalidad el derecho prestacional de pago de prima 
de servicios para las trabajadoras y los trabajadores do-
mésticos.

Artículo 2º. Modifíquese el artículo 306 del Decre-
to-ley 2663 del 5 de agosto de 1950 –Código Sustanti-
vo del Trabajo– el cual quedará así:

Artículo 306.  Todo empleador 
está obligado a pagar a cada uno de sus trabajadores y a 
cada una de sus trabajadoras, como prestación especial, 
una prima de servicios que corresponde a un mes de 
salario dividido en dos pagos por año, en la siguiente 

-
cena en los primeros veinte días de diciembre; a quie-
nes hubieren trabajado o trabajaren todo el respectivo 
semestre o proporcionalmente al tiempo trabajado.

Artículo 3º. Créese una Mesa de Seguimiento a la 
implementación del Convenio 189 de la OIT sobre tra-
bajadoras y trabajadores del servicio doméstico, la cual 
se reunirá periódicamente y tendrá por objetivo formu-
lar y desarrollar de manera concertada entre el Gobier-
no, los empleadores y las organizaciones de trabajado-

de promover el trabajo decente en el sector del trabajo 
doméstico remunerado, y en general hacer seguimiento 
a la implementación de dicho Convenio.

El Ministerio del Trabajo reglamentará de manera 
concertada con las organizaciones de trabajadoras y 
trabajadores, la estructura, composición, periodicidad 
y agenda de la Mesa de Seguimiento a la implemen-
tación del Convenio 189 de la OIT dentro de los tres 
meses siguientes a la entrada en vigencia de la presente 
ley. Asimismo, presentará informes anuales al Congre-

garantía de la condiciones de trabajo decente en este 
sector.

Artículo 4º. El Ministerio del Trabajo diseñará e im-
plementará de manera articulada con las organizacio-
nes de trabajadoras y trabajadores, una estrategia para 
la divulgación del contenido de la presente ley.

Artículo 5º. . La presente ley rige a partir 
de la fecha de su promulgación y deroga todas las nor-
mas que le sean contrarias.

Cordialmente,
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C A RTA S  D E  C O M E N TA R I O S
CARTA DE COMENTARIOS DEL MINISTE-

RIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO AL 
TEXTO APROBADO PARA PRIMER DEBATE 

AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 180 DE 2014 
CÁMARA

-
-

1.1
Bogotá, D. C.
Honorable Representante
LILIANA BENAVIDES SOLARTE
Cámara de Representantes
Ciudad
Asunto: Consideraciones del Ministerio de Hacien-

Cámara, 

. 
De manera atenta me permito presentar los comen-

tarios y consideraciones del Ministerio de Hacienda y 

debate al proyecto de ley de la referencia.
La iniciativa pretende conmemorar los 400 años de 

fundación del municipio de Sabanalarga, Antioquia. En 
virtud de lo anterior, se autoriza al Gobierno nacional 
para incorporar dentro del Presupuesto General de la 
Nación las apropiaciones necesarias para lograr el me-
joramiento de la red vial urbana –terciaria rural y corre-

infraestructura señaladas en el artículo 2° del proyecto 
de ley.

Del análisis del articulado se advierte que se trata de 
una ley de honores, la cual se encuentra sometida a los 
límites constitucionales propios de las demás normas 
que produce el legislador. La Corte Constitucional ha 
expresado181 reglas particulares acerca de la naturaleza 
jurídica de las leyes de honores, las cuales pueden sin-
tetizarse del modo siguiente: (i) la naturaleza jurídica 
de las leyes de honores se funda en el reconocimiento 
estatal a personas, hechos o instituciones que merecen 

-

(ii) las disposiciones contenidas en dichas normas exal-
tan valores humanos que por su trascendencia ante la 
comunidad han sido considerados como ejemplo vivo 
de grandeza, nobleza, hidalguía y buen vivir, y por ello 
se les pone como ejemplo ante la posteridad.

Contrario a lo que sucede con la actividad legislati-
va ordinaria del Congreso, las leyes de honores carecen 
de carácter general y abstracto, agotándose en su expe-
dición de manera subjetiva y concreta, respecto de la 
persona, situación o institución objeto de exaltación192. 

-
rrentes de leyes de honores, a saber (i) leyes que rin-
den homenaje a ciudadanos; (ii) leyes que celebran 
aniversarios de municipios colombianos; y (iii) leyes 
que celebran aniversarios de instituciones educativas, 
de valor cultural, arquitectónico o, en general, otros 
aniversarios. En este sentido, llama la atención que al 
tenor del artículo 2° del proyecto, se autoriza al Go-
bierno nacional para incorporar dentro del Presupuesto 

18 1 Sentencia C-817/11 Corte Constitucional.
19 2 Ibídem. pág. 1.

General de la Nación las apropiaciones necesarias para 

1. “ -
 

2
-

-

-

-

-
nicipal”. 

Es conveniente señalar, que la Constitución Políti-
ca establece normas básicas en materia presupuestal en 
los artículos 151203 y 352214, en virtud de los cuales se 
sancionó la Ley 225 de 1995225, que autorizó al Gobier-
no nacional para compilar las normas que conforman 
el Estatuto Orgánico del Presupuesto. Así, se expidió 

236. El artículo 38 del 
citado Estatuto señala taxativamente las apropiaciones 
que pueden ser incluidas en el Presupuesto de Gastos, 
de lo que se desprende que estas deben contar con un 
título constitutivo de gasto, en los términos previstos en 
la Constitución Política y en dicho Estatuto.247

20 3 “
a las cuales estará sujeto el ejercicio de la actividad legis-
lativa, entre las que menciona las normas sobre prepara-
ción, aprobación y ejecución del presupuesto de rentas y 
ley de apropiaciones”.

21 4 “Además de lo señalado en esta Constitución, la ley 
Orgánica del Presupuesto regulará lo correspondiente a 

los presupuestos de la nación, de las entidades territo-
riales y de los entes descentralizados de cualquier nivel 
administrativo, y su coordinación con el Plan Nacional 
de Desarrollo, así como también la capacidad de los or-
ganismos y entidades estatales para contratar”.

22 5 “
Ley 38 de 1989, y la Ley 179 de 1994, Orgánicas de 
Presupuesto”.

23 6 “Por el cual se compilan la Ley 38 de 1989, la Ley 179 
de 1994 y la Ley 225 de 1995 que conforman el Estatuto 
Orgánico del Presupuesto”.

24 7 “Artículo 38. En el presupuesto de gastos solo se podrá 
incluir apropiaciones que correspondan: 

a) A créditos judicialmente reconocidos; 
b) A gastos decretados conforme a la ley; 
c) Las destinadas a dar cumplimiento a los Planes y Pro-

gramas de Desarrollo Económico y Social y a las de las 

Constitución Política, que fueren aprobadas por el Con-
greso Nacional; y

d) A las leyes que organizan la Rama Judicial, la Rama Le-
gislativa, la Fiscalía General de la Nación, la Procura-
duría General de la Nación, la Defensoría del Pueblo, 

Nacional del Estado Civil, que incluye el Consejo Na-
cional Electoral, los Ministerios, los Departamentos Ad-
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En ese orden de ideas, resulta conveniente advertir 
-

establecido en el Plan Nacional de Desarrollo, qué par-
tidas se deben incluir en el Presupuesto General de la 
Nación. De este modo, en relación con la preparación 
del proyecto de Presupuesto General de la Nación, el 
Estatuto Orgánico del Presupuesto prevé:

“

-
bierno tendrá en cuenta la disponibilidad de recursos 

”.
Por su parte, la Corte Constitucional ha sostenido 

-
siciones del legislador que ordenan gastos, expedidas 
con el cumplimiento de las formalidades constituciona-
les, 

-
culos 345 y 346 de la Carta, para la posterior inclusión 
del gasto en la ley de presupuesto, pero que ellas en sí 
mismas, no pueden constituir órdenes para llevar a 
cabo tal inclusión, sino autorizaciones para ello”[2] 
y que “la aprobación legislativa de un gasto es condi-

cabo, (...) igualmente corresponde al Gobierno de-
cidir libremente qué gastos ordenados por las leves 
se incluyen en el respectivo proyecto de presupuesto 
(artículo 346 C.P.)”[3] (Subrayas y negrillas propias). 

En este sentido, al no existir la norma legal, no se 

para atender el eventual cumplimiento del proyecto de 
ley; y si existiera título legal de gasto, sería incorpo-
rado al Presupuesto General de la Nación, de acuerdo 
con la disponibilidad de recursos y las prioridades del 
Gobierno.

Ahora bien, los fundamentos constitucionales ale-
gados en la exposición de motivos del proyecto de ley, 
artículos 334, 341 y 345 Superior, constituyen varias de 
las razones por las que en primera instancia este Minis-
terio da cuenta de la inconveniencia del proyecto.

En primer lugar, el artículo 334 superior que de-
-

tenderse como argumento determinante de fuentes de 

pues a contrario sensu, lo que pretende es el progreso 
económico y social de un país en la medida en que, 
ante una determinada y limitada capacidad para recau-

política de gasto pueda mantenerse o sostenerse en el 
tiempo, de manera que en el mediano y en el largo pla-

reducción de la pobreza y la desigualdad, la equidad 
intergeneracional, y un crecimiento económico estable. 
En otras palabras, el Gobierno protege la sostenibilidad 

-
sente no socava su capacidad para seguir invirtiendo en 
la promoción de los derechos sociales y en los demás 

Nacional que constituyen título para incluir en el presu-
puesto partidas para gastos de funcionamiento, inversión 

24, Ley 179 de 1994, artículos 16, 55, incisos 1° y 4°, 
artículo 71)”.

[2] Corte Constitucional. Sentencia C-197 de 2001. M. P. 
Rodrigo Escobar Gil.

[3] Corte Constitucional. Sentencia C-157 de 1998.

objetivos del Estado en el mediano plazo, pues un cre-
-

de conllevar a ajustes macroeconómicos indeseables a 

bruscos de la tasa de cambio, que descompensa los ba-
lances de los diferentes agentes en la economía, y su 
efecto conlleva la quiebra, pérdidas de riqueza, o em-
pobrecimiento.

Precisamente los artículos 339 y 341 que regulan 
la elaboración del Plan Nacional de Desarrollo esta-
blecen con claridad que en él se señalarán los propó-
sitos y objetivos nacionales de largo plazo, las metas 
y prioridades de la acción estatal a mediano plazo y 
las estrategias y orientaciones generales de la política 
económica, social y ambiental que serán adoptadas por 
el Gobierno. En ese orden de ideas, las entidades terri-
toriales elaborarán y adoptarán de manera concertada 
entre ellas y el Gobierno nacional, planes de desarrollo, 

-
sos y el desempeño adecuado de las funciones que les 
hayan sido asignadas por la Constitución y la ley.

En concordancia con lo anterior, uno de los princi-
pios generales que rigen las actuaciones de las autori-
dades nacionales, regionales y territoriales, en materia 
de planeación de conformidad con la Ley 152 de 1994 
“por la cual se establece la ley Orgánica del Plan Na-
cional de Desarrollo” es la priorización del -
blico social, para asegurar la consolidación progresiva 
del bienestar general y el mejoramiento de la calidad de 
vida de la población.

El Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos 
por un nuevo país”, propone una estructura territorial 
que desarrolla a nivel regional los pilares nacionales de 
Paz, Equidad y Educación, y las estrategias transver-
sales de política que se implementarán durante el cua-
trienio. Esta construcción debe entenderse como una 
evolución del enfoque territorial planteado en el Plan 
Nacional de Desarrollo 2010-2014, en el cual se enfati-
zó en reconocer las diferencias regionales como marco 

y programas sectoriales. Dicha transición implica in-
corporar no solo una visión territorial sino, especial-

cursos de acción concretos para cerrar las brechas de 
desarrollo existentes entre las regiones, los departa-
mentos –sus subregiones y municipios–, y el centro del 
país. Esta estructura exige un proceso de construcción 
participativo, a partir del diálogo entre la instituciona-
lidad nacional y regional, convocando la participación 
de los actores sociales y políticos locales.

PND en los territorios es el resultado de la combina-
ción de cuatro (4) dimensiones analíticas de diagnós-
tico y priorización estrictamente vinculadas: (i) una 

-
tructura de transporte, vivienda, agua potable, educa-
ción, salud, y capacidad institucional territorial, basada 
en las tipologías de municipios y las subregiones que 
conforman los departamentos y regiones del país; (ii) 
la caracterización regional de las dinámicas e inciden-

nacional; (iii) la articulación del Sistema de Ciudades 

-
talmente estratégicas que representan la riqueza natural 
del país, de cuyo uso adecuado dependerá la sostenibi-
lidad del desarrollo.

Ahora bien, a pesar de que las obras propuestas en 
-

nicipio de Sabanalarga, es obligación de este Ministe-
rio advertir que los recursos con los que eventualmente 

-
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plados en el Marco Fiscal de Mediano Plazo ni en el 
marco de gastos del sector correspondiente. Aquellos 
proyectos de impacto regional de los departamentos, 
municipios y distritos que no cumplan con los paráme-
tros de priorización determinados por la ley, podrían ser 

Regional y Compensación Regional, contemplados en 
el artículo 33 y 34 de la Ley 1530 de 2012, creados con 
el objeto de promover el desarrollo social, económico, 
institucional y ambiental de las entidades territoriales, 

planeación por órganos colegiados de administración y 
decisión, cuya ejecución se hará teniendo en cuenta el 
Plan Nacional de Desarrollo y los Planes de Desarrollo 
de las Entidades Territoriales.

Por otra parte, se sugiere revisar la asignación de 
funciones a la Comisión Cuarta Constitucional Perma-
nente, toda vez que conforme al artículo 2° de la Ley 
3ª de 1992 la competente para tramitar los proyectos 

Segunda Constitucional Permanente.

en Comisiones Constitucionales, la Corte ha optado 
por un criterio material para determinar la competen-
cia o incompetencia de una comisión. En Sentencia 
C-975/02, expreso:

“

-

-

de artículos.

-
ma tal que solo se pueda considerar la declaratoria de 

-

-

-
”.

iniciativa, derivado de la construcción de las obras se-
ñaladas en el artículo 2° del proyecto de ley, esta Carte-
ra informa que con los elementos incluidos en el texto 

disposiciones se encuentran redactadas en forma gene-
ral y amplia.

A pesar de la exposición de motivos sobre el impac-

2003, al señalar que “las disposiciones contenidas en el 

”, lo cierto es que se omite por completo 
la exigencia que hace la norma en mención atinente a 
que, tratándose de proyectos de ley, “deberá incluir-

”. 
Por las anteriores consideraciones, de la manera más 

-
co se abstiene de emitir concepto favorable al artículo 
2° del proyecto de ley, y solicita se tengan en cuenta 
las demás consideraciones, no sin antes manifestar la 
voluntad de colaborar con la actividad legislativa y dis-

Cordialmente,

c. c. H. R. Germán Blanco  Álvarez - Autor
Doctor Jorge Humberto Mantilla - Secretario Ge-

neral de la Cámara de Representantes.
* * *

CARTA DE COMENTARIOS DEL MINISTE-
RIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO, AL 
TEXTO APROBADO PARA PRIMER DEBATE 

AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 236 DE 2015 
CÁMARA

-

1.1.
Bogotá,  D. C.
Honorable Representante
NICOLÁS DANIEL GUERRERO MONTAÑO
Cámara de Representantes
Ciudad
Asunto: Consideraciones del Ministerio de Hacien-

Cámara, 

De manera atenta me permito presentar los comen-
tarios y consideraciones del Ministerio de Hacienda y 

-
mer debate al proyecto de ley de la referencia.

La iniciativa pretende conmemorar los 75 años de 
fundación de la Universidad del Atlántico, para lo cual 
autoriza al Gobierno nacional incorporar dentro del 
Presupuesto General de la Nación las apropiaciones ne-

destinadas al mejoramiento del servicio educativo que 
presta esta Institución de Educación Superior.

Del análisis del articulado se advierte que se trata de 
una ley de honores, la cual se encuentra sometida a los 
límites constitucionales propios de las demás normas 
que produce el legislador. La Corte Constitucional ha 
expresado1 reglas particulares acerca de la naturaleza 
jurídica de las leyes de honores, las cuales pueden sin-
tetizarse del modo siguiente:

(i) la naturaleza jurídica de las leyes de honores se 
funda en el reconocimiento estatal a personas, hechos o 

-

que interesan a la Constitución; (ii) las disposiciones 
contenidas en dichas normas exaltan valores humanos 
que por su trascendencia ante la comunidad han sido 
considerados como ejemplo vivo de grandeza, noble-
za, hidalguía y buen vivir, y por ello se les pone como 
ejemplo ante la posteridad.

11  Sentencia C-817/11 Corte Constitucional.
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Contrario a lo que sucede con la actividad legisla-
tiva ordinaria del Congreso, las leyes de honores care-
cen de carácter general y abstracto, agotándose en su 
expedición de manera subjetiva y concreta, respecto 
de la persona, situación o institución objeto de exalta-
ción2

recurrentes de leyes de honores, a saber (i) leyes que 
rinden homenaje a ciudadanos; (ii) leyes que celebran 
aniversarios de municipios colombianos; y (iii) leyes 
que celebran aniversarios de instituciones educativas, 
de valor cultural, arquitectónico o, en general, otros 
aniversarios. En este sentido, llama la atención que al 
tenor del artículo 2° del proyecto, se autoriza al Go-
bierno nacional para incorporar dentro del Presupuesto 
General de la Nación las apropiaciones necesarias para 

“

-

-
”. 

Es conveniente señalar, que la Constitución Políti-
ca establece normas básicas en materia presupuestal en 
los artículos 1513 y 3524, en virtud de los cuales se 
sancionó la Ley 225 de 19955, que autorizó al Gobier-
no nacional para compilar las normas que conforman 
el Estatuto Orgánico del Presupuesto. Así, se expidió 

6. El artículo 38 del ci-
tado, Estatuto señala taxativamente las apropiaciones 
que pueden ser incluidas en el Presupuesto de Gastos, 
de lo que se desprende que estas deben contar con un 
título constitutivo (de gasto), en los términos previstos 
en la Constitución Política y en dicho Estatuto7.

2  Ibídem, pág.
3  

las cuales estará sujeto el ejercicio de la actividad legis-
lativa, entre las que menciona las normas sobre prepara-
ción, aprobación y ejecución del presupuesto de rentas y 
ley de apropiaciones”.

4  Además de lo señalado en esta Constitución, la Ley Or-
gánica del Presupuesto regulará lo correspondiente a la 

los presupuestos de la nación, de las entidades territo-
riales y de los entes descentralizados de cualquier nivel 
administrativo, y su coordinación con el Plan Nacional 
de Desarrollo, así como también la capacidad de los or-
ganismos y entidades estatales para contratar”.

5 
38 de 1989, y la Ley 179 de 1994, Orgánicas de Presu-
puesto”.

6 “Por el cual se compilan la Ley 38 de 1989, la Ley 179 
de 1994 y la Ley 225 de 1995 que conforman el Estatuto 
Orgánico del Presupuesto”.

7  “Artículo 38. En el presupuesto de gastos solo se podrá 
incluir apropiaciones que correspondan: 

a) A créditos judicialmente reconocidos; 
b) A gastos decretados conforme a la ley; 
c) Las destinadas a dar cumplimiento a los Planes y Pro-

gramas de Desarrollo Económico y Social y a las de las 

Constitución Política, que fueren aprobadas por el Con-
greso Nacional; y

d) A las leyes que organizan la Rama Judicial, la Rama Le-
gislativa, la Fiscalía General de la Nación, la Procura-
duría General de la Nación, la Defensoría del Pueblo, 

Nacional del Estado Civil, que incluye el Consejo Na-
cional Electoral, los Ministerios, los Departamentos Ad-

En ese orden de ideas, resulta conveniente advertir 
-

establecido en el Plan Nacional de Desarrollo, qué par-
tidas se deben incluir en el Presupuesto General de la 
Nación. De este modo, en relación con la preparación 
del proyecto de Presupuesto General de la Nación, el 
Estatuto Orgánico del Presupuesto prevé:

Artículo 47. “Corresponde al Gobierno preparar 

-
bierno tendrá en cuenta la disponibilidad de recursos 

”.
Por su parte, la Corte Constitucional ha sostenido 

-
siciones del legislador que ordenan gastos, expedidas 
con el cumplimiento de las formalidades constituciona-
les, 

-
culos 345 y 346 de la Carta, para la posterior inclusión 
del gasto en la ley de presupuesto, pero que ellas en 
sí mismas no pueden constituir órdenes para llevar 
a cabo tal inclusión, sino autorizaciones para ello” 
[2] y que “la aprobación legislativa de un gasto es con-

cabo, (...) igualmente corresponde al Gobierno de-
cidir libremente qué gastos ordenados por las leyes 
se incluyen en el respectivo proyecto de presupuesto 
(artículo 346 C. P.)” [3] (Subrayas y negrillas propias).

En este sentido, al no existir la norma legal, no se 

para atender el eventual cumplimiento del proyecto de 
ley; y si existiera título legal de gasto, sería incorpo-
rado al Presupuesto General de la Nación, de acuerdo 
con la disponibilidad de recursos y las prioridades del 
Gobierno.

Sin perjuicio de lo anterior, es obligación de este 
-

miento de la Educación Superior en Colombia está de-
terminado por los artículos 86 y 87 de la Ley 30 de 
1992, los cuales establecen:

“ -
-

-

Nacional que constituyen título para incluir en el presu-
puesto partidas para gastos de funcionamiento, inversión 

24, Ley 179 de 1994, arts. 16, 55, incisos 1° y 4°, artículo 
71).”

[2] Corte Constitucional. Sentencia C-197 de 2001. M. P. 
Rodrigo Escobar Gil. 

[3] Corte Constitucional. Sentencia C-157 de 1998. 
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-

concurren el Gobierno nacional, las entidades territo-
riales y las universidades con sus recursos propios. En 
este sentido, los aportes de la nación constituyen una 

en forma global, tanto en funcionamiento como en in-
versión, y junto con los aportes territoriales y sus rentas 
propias, elaboran sus presupuestos, y los distribuyen de 
acuerdo con sus necesidades, y son los Consejos Supe-
riores, máximos órganos de gobierno de éstas, los fa-
cultados para su aprobación, por lo que le corresponde 
a cada ente universitario atender los gastos que le de-
mande el cumplimiento de su objetivo social y los que 
las normas legales les señalen8.

Adicionalmente, el artículo 17 de la Ley 1739 de 
2014 estableció para los periodos gravables 2013, 2014 
y 2015 un punto adicional de la tarifa del Impuesto so-
bre la Renta para la Equidad (CREE), es decir, pasó 
del ocho por ciento (8%) al nueve por ciento (9%). De 
conformidad con lo dispuesto en el parágrafo transi-
torio del artículo 24 de la Ley 1607 de 2012, para el 
periodo gravable 2015 el 40% de dicho punto adicional 

Así mismo, el artículo 18 de la Ley 1739 de 2014 
destinó a partir del 2016, del nueve por ciento (9%) de 

-

través del Icetex, y mejoramiento de la calidad de la 
educación superior.

Por otra parte, se sugiere revisar la asignación de 
funciones a la Comisión Cuarta Constitucional Perma-
nente, toda vez que conforme al artículo 2° de la Ley 
3ª de 1992 la competente para tramitar los proyectos 

Segunda Constitucional Permanente.
Al respecto es necesario señalar que al referirse al 

control de constitucionalidad de ley en Comisiones 
Constitucionales, la Corte ha optado por un criterio ma-
terial para determinar la competencia o incompetencia 
de una comisión.

En Sentencia C-975/02, expreso:
“

-

-

-

8 La Corte Constitucional en la Sentencia C-177/02 indi-
có que “los presupuestos anuales de las universidades 
nacionales, departamentales, municipales, estén cons-
tituidos por la totalidad de los aportes del presupuesto 
nacional, por las contribuciones de los entes territoriales, 
y por los ingresos y rentas propias de cada institución, y 
no los que se apropien inicialmente”.

-

a  

-

-
”.

Por las anteriores consideraciones, de la manera más 

se abstiene de emitir concepto favorable al artículo se-
gundo del proyecto de ley, y solicita se tengan en cuen-
ta las demás consideraciones, no sin antes manifestar 
la voluntad de colaborar con la actividad legislativa y 

Cordialmente,

c. c. H. R. Martha Patricia Villalba Hodwalker - 
Autora

Doctor Jorge Humberto Mantilla - Secretario Ge-
neral de la Cámara de Representantes.
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